
Castelló

Levante EL MERCANTIL VALENCIANODOMINGO, 4 DE ENERO DE 201516.

urante el año pasado hemos
ido abordando un conjunto
de temas donde en nuestra
opinión se centraba lo más

interesante del debate al que se dedica
esta tribuna. Dedicamos artículos a co-
mentar la Ley de Ordenación del Terri-
torio, Urbanismo y Paisaje, cuando aún
era un proyecto «innovador, pionero, ra-
cional y sostenible», en palabras de la
conselleria, y también cuando conoci-
mos el texto definitivo, habida cuenta
del interés que para el conjunto de la so-
ciedad tiene una ley de tanta trascen-
dencia y tan anhelada por todos. A lo lar-
go de los próximos meses, tras su entra-
da en vigor en el mes de agosto pasado,
iremos viendo cómo se corrigen algunas
de las disfunciones detectadas y el reco-
rrido que tiene, pero en cualquier caso
coincidíamos en valorar la simplifica-
ción conseguida en su articulado. Aun-
que también aprovechamos para de-
nunciar algo que seguimos constatando,
como es la desproporción que existe en
el «rigor ambiental», la carga documen-
tal que se exige al planeamiento de un
pequeño ayuntamiento rural y las mu-
chas dificultades que este tipo de muni-
cipios encuentra para sacar adelante sus
planes generales, frente a la mayor laxi-
tud que se observa en otros territorios de
la misma Comunitat. En esto, seguimos
igual.
Hablando de la forma en que se elabo-
ran las leyes urbanísticas y otras figuras
trascendentales en la Comunitat, Valen-
ciana, denunciamos la falta de partici-
pación activa de gran parte de la admi-
nistración y de los agentes sociales, inca-
paces de entender y asimilar lo que es
objeto de discusión y convencidos de
que sus opiniones no van a ser tenidas
en consideración. En este punto, existía

y existe un divorcio sustancial entre
quienes impulsan y elaboran esas leyes
y sus destinatarios.

Nos referimos también a un plan te-
rritorial de singular importancia, sobre
todo en la provincia de Castelló, como es
el relativo al suelo forestal, cuya andadu-
ra había comenzado en realidad a me-
diados del año anterior y lo hicimos con-
firmando la inevitable asimilación que
desde algunos servicios de la adminis-
tración se iba a hacer del señalamiento
de un suelo como forestal, condicionan-
do con ello su clasificación y grado de
protección. En todo caso, este Plan de
Acción Territorial presenta una carto-
grafía mucho más rigurosa que la de
otro instrumento del mismo nivel, al
que le dedicamos el artículo del mes de
febrero, como es el dedicado a los ries-
gos de inundación (conocido popular-
mente como Patricova). Aquí los errores
son tan llamativos que asusta pensar en
su aprobación en estos términos, sin co-
rregir nada sustancial de la versión ante-
rior del mismo plan, elaborada varios
años antes. Claro que si tenemos en
cuenta los términos en los que (supues-
tamente) se ha realizado la evaluación
Patricova estratégica del último PATRI-
COVA, si algún día llega a aprobarse, es
posible que su vida útil no sea muy larga.

Nos hemos referido también a la in-
eludible y estimulante defensa del patri-
monio, que ahora es concebido por ley
como algo más completo y donde junto
al denominado «patrimonio cultural» se
ha introducido el «patrimonio natural» y
el «patrimonio paisajístico». Siendo to-
dos ellos partes ineludibles de un mis-
mo concepto, que debe ser examinado y
protegido en su totalidad, el miedo a la
conjunción de visiones integristas en el
análisis de los nuevos «Catálogos de Pro-
tecciones» nos llevaba a desconfiar de la
efectividad de esta medida. Si ya es com-
plicado –en distinto grado, según se trate
de Castelló, València o Alacant– sacar
adelante la parte cultural (constituida
por la paleontología, la arqueología, la
etnología y la arquitectura), introducir
conceptos tan amplios y vagos como
«natural y paisajístico», produce vértigo.

Y lo decimos con la tranquilidad de
identificarnos como defensores de una
postura firme en la defensa del patrimo-
nio, avalada por una trayectoria de mu-
chos años elaborando catálogos y otras
herramientas de protección.

En clave más generalista, abordamos
«La Renuncia a la Calidad», como una
expresión más de las consecuencias de
la crisis económica y denunciamos la
imposición de un régimen de miseria en
gran parte de las licitaciones públicas de
instrumentos de ordenación del territo-
rio y urbanismo. Con la excusa de redu-
cir costes, observamos cómo distintas
administraciones (en muchas comuni-
dades autónomas, en realidad) licitaban
concursos insultantes con una consig-
nación económica claramente insufi-
ciente. Y constatamos cómo esas convo-
catorias iban acompañadas de un regla-
je legal que imponía la oferta económi-
ca, sin límite inferior, como el único cri-
terio determinante de una adjudicación.
El resultado de este sistema perverso,
donde se sustancia la renuncia a la cali-
dad, es tan negativo desde tantos puntos
de vista, que resulta innecesario exten-
derse en detallarlos, pero solo queremos
destacar que a medio y largo plazo ter-
mina siendo especialmente lesivo (pre-
cisamente) sobre la economía, ya que
conduce al fracaso y a la obligación de
repetir nuevas formulaciones, con pre-
cios más razonables. Sobre este particu-
lar y actualizando lo que señalábamos
en el mes de abril de 2014, hay que des-
tacar que aquella vorágine de devalua-
ción tocó fondo, pero ahora parece que
nos hemos instalado en el bloqueo, al
resultar mucho más difícil culminar un
proceso de contratación administrativa
por el temor a posibles fiscalizaciones
futuras, aun cuando la gestión del pro-
cedimiento sea absolutamente correcta.

La elaboración del nuevo Plan Gene-
ral de Ordenación Urbana de Castelló de
la Plana y los problemas y oportunida-
des que ello comporta también han sido
abordados en esta tribuna, como no po-
día ser de otro modo; a él dedicamos
una primera reflexión el mes de marzo,
centrándonos en la verdadera «patata

caliente»: La Marjaleria, un problema en
el que desgraciadamente estamos a la
altura de muchas localidades del arco
mediterráneo. Y lo hicimos adoptando
una postura clara, en la que se atribuye a
este problema la importancia que tiene
en el conjunto del plan e invitando a
conciliar una respuesta desde el consen-
so político, pues solo así está tendrá el ri-
gor y el recorrido exigibles, habida cuen-
ta de que cualquier decisión va a disgus-
tar a muchos de los afectados.

El último artículo del año pasado lo
dedicamos a reconducir el debate que
se ha impulsado desde el Ayuntamiento
de Castelló con motivo de los Foros de
Urbanismo, hacia posiciones más próxi-
mas a la realidad, por parte de los asis-
tentes. Hemos escuchado algunas pro-
puestas que demuestran claramente dos
cosas: que no se conoce el verdadero al-
cance de la evaluación ambiental estra-
tégica de un plan general y que algunos
agentes sociales siguen confundiendo
Un Plan General de Ordenación Urbana,
con necesidad inexcusable de creci-
miento. En un contexto europeo y espa-
ñol en el que se tiene plenamente asu-
mido que las ciudades deben crecer ha-
cia dentro, regenerando sus tejidos ob-
soletos, improductivos y escasamente
dotados, no puede defenderse un mo-
delo basado en más crecimiento del
suelo urbanizado, salvo en situaciones
plenamente justificadas. Y en el caso de
la capital de la plana, parece evidente
que tenemos suelo sellado para décadas
y una oportunidad histórica de actuar
sobre la ciudad consolidada, proponien-
do actuaciones novedosas y valientes
que nos equiparen con las ciudades con
las que competimos y a las que quere-
mos superar.

Y todas estas cuestiones, con ser im-
prescindibles en el debate urbanístico y
social, se encuentran ahora claramente
condicionadas por lo que va a suceder
en los próximos seis meses en el ámbito
local y autonómico. Como urbanistas
debemos apelar a los políticos a excluir
del debate asuntos que trascienden el
calendario electoral y la identificación
con cualquier opción de partido. Y todos
los temas reseñados son ajenos, o debe-
rían serlo, a la contaminación de un pro-
ceso o unos intereses de muy pequeño
alcance en el tiempo y en el contenido,
frente a la larga duración y trascenden-
cia de las actuaciones, leyes o propues-
tas citadas. Basta con levantar la mirada
y dar un repaso a lo acontecido en la úl-
tima década en toda España y en Euro-
pa, para comprobar que prácticamente
todos los grupos políticos, incluso los
ajenos al «sistema», incurren en las mis-
mas prácticas y al final tienen que abor-
dar problemas similares, con herra-
mientas muy parecidas. Y lo que un par-
tido defiende desde el gobierno, el mis-
mo partido lo critica desde la oposición
en otra localidad o autonomía.

Ocurra lo que ocurra dentro de unos
meses, el sol volverá a salir por el Medi-
terráneo e iluminará un territorio lleno
de oportunidades, herido por algunas
actuaciones que nos avergüenzan como
sociedad y que no deben volver a repe-
tirse; existirá un marco legal que tendre-
mos que respetar y unos recursos esca-
sos, que solo esperamos que sean admi-
nistrados con eficacia y honestidad por
quien tenga la responsabilidad de go-
bernarnos.
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